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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Gerente de la EPS Salud Total sucursal Pereira en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado 1º Penal del Circuito de la ciudad.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Señaló el señor Jorge Asmed Escobar que el 7 de octubre de 2015 sufrió un accidente laboral que le ocasionó una lesión en su mano por lo que fue atendido en la clínica Los Rosales y le otorgaron una incapacidad por cinco días.  Por su parte, la ARL Positiva lo remitió con el doctor Oviedo, quien lo enyesó por luxación en la muñeca y le ordenó medicamento para calmar el dolor.  El yeso lo tuvo hasta el 14 de diciembre de 2015 cuando el médico decidió retirarlo aun cuando la ARL no había autorizado dicha orden.  

Indicó el actor que la ARL no le ha brindado el tratamiento que requiere; por tal razón, instauró la presente acción y relacionó las siguientes pretensiones:

i) Ordenar a la entidad demandada que le autoricen todos los exámenes y cirugías, toda vez que no ha tenido atención médica para el dolor que padece y no ha podido laborar.

ii) Ordenar dentro del término de 48 horas a la ARL Positiva que expida la resonancia magnética de muñeca contrastada, la cirugía de la mano y RX de muñeca derecha lateral. 

iii) Una vez realizados los exámenes, la ARL Positiva le autorice cita con el doctor Jhon Jairo Villarraga Montilla de la clínica Los Rosales.
Lo anterior, por cuanto el actor consideró vulnerados sus derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y la salud.

El accionante adjuntó copia de los siguientes documentos: i) historia clínica ocupacional del 23/09/2015; ii)  órdenes médicas expedidas por el doctor Jairo Villarraga Montilla el 14/03/2016 junto con la valoración por parte del mencionado galeno; iii) solicitud de atención médica radicada por el actor en la ARL Positiva el 28/12/2015 y iv) cédula de ciudadanía del actor (Fls. 5-14).
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.

La Apoderada de dicha compañía informó que el señor Escobar reporta un evento el 07/10/2015 el cual fue calificado por esa ARL mediante dictamen No.1243254 del 18/01/2016 de origen laboral el diagnóstico de S609- Traumatismo superficial de la muñeca derecha y  de origen común los diagnósticos de S666- Derrame articular + ruptura de ligamento escafosemilunar derecho M199- artrosis radiocubital distal de muñeca derecha, es decir, no derivados del accidente de trabajo.

Dicho dictamen fue notificado el accionante a través del oficio No.4902 el 19 de enero de 2016 con copia de la EPS, al fondo de pensiones y al empleador.  Por lo tanto, las solicitudes del accionante deben ser atendidas por la EPS Salud Total, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5º del Decreto 1295 de 1994. 

Por lo anterior, solicitó que se declarara improcedente la presente acción en contra esa ARL ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales y  en tal sentido, se vincule a la EPS Salud Total. (Fls. 17-21)
3.2.  EPS SALUD TOTAL

Informó que el accionante se encuentra afiliado a esa EPS desde el 10/05/2012, quien sufrió el 7 de octubre de 2015 un evento que fue reportado a su ARL con calificación de origen laboral “el traumatismo superficial de la muñeca derecha”, pero definió “el derrame articular + ruptura de ligamento escafosemilunar derecho y artrosis radio cubital discal de muñeca derecha” como de origen común, concepto que no fue apelado por la EPS.

Indicó que el actor ya cuenta con una fecha para ser atendido por ortopedia de la EPS para el 4 de mayo de 2016 en la IPS Megacentro Pinares, por lo que esa entidad prestadora de servicios considera que no se han vulnerado los derechos fundamentales del accionante y en tal sentido, el amparo debe ser negado.  (Fls. 36-38)
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 20 abril de 2016 el Juzgado 1º Penal del Circuito  de Dosquebradas, Risaralda,  resolvió tutelar el derecho fundamental de salud al señor Jorge Asmed Escobar y en tal sentido, ordenó a la EPS Salud Total que en el término de 48 horas a partir de la notificación del presente fallo autorizara y programara los exámenes de resonancia nuclear magnética de muñeca contrastada y RX de muñeca mano derecha  AP y lateral. Así mismo, ordenó a dicha 
EPS que le brindara al accionante el tratamiento integral para el manejo de su patología “Derrame auricular + ruptura de ligamento escafosemilunar derecho, artrosis radiocubital distal de muñeca derecha” que en la actualidad han sido diagnosticadas al señor Jorge Asmed Escobar. (Fls. 43-53)
La EPS Salud Total fue notificada del contenido del anterior fallo el 04/21/2016 (folio 57).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La EPS Salud Total dentro del término pertinente, el 24 de abril de 2016,  indicó que los motivos de inconformidad con el fallo de primer grado tienen que ver con la orden de cobertura del tratamiento integral para la patología del accionante, sin que exista evidencia de negación sistemáticas al afecto, orden que se dio sobre situaciones futuras  e inciertas. 

Indicó que pese a que la EPS se encontraba otorgando todas las prescripciones asistenciales al actor, el A quo decidió tutelar los supuestos derechos fundamentales vulnerados.

Hizo referencia a la jurisprudencia de la Corte Constitucional para indicar que las órdenes deben ser concisas y precisas y con el fin de solicitar que se revoque la decisión de primer grado en cuanto al suministro del tratamiento integral futuro al actor, que se constituye en este momento en una mera expectativa, que en modo alguno puede ser objeto de protección de la manera como se hizo.  (Fls. 60-64) 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. PROBLEMA JURÍDICO

Esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el juez de primera instancia fue acorde a los preceptos legales y constitucionales, o si por el contrario hay lugar a revocarlo, de conformidad con lo solicitado por el Gerente de la EPS Salud Total.

6.3. Sea lo primero indicar que la  Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Frente al tema de la procedencia de la acción de tutela debe decirse que en la jurisprudencia de la Corte Constitucional se han identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i)
Existencia de otro medio de defensa judicial. 
  

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 
 
iii)
Protección de derechos colectivos.
  

iv)
Casos de daño consumado.
   

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 
   

vi)
 A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria 
.   

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
. 

6.4. Con relación a la seguridad social y a la salud en conexión con la vida cuando la persona ha sufrido un accidente laboral, la Corte Constitucional señaló lo siguiente: (ver Sentencia T-525 de 2007)
 
“En efecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado de manera reiterada que el tratamiento de una enfermedad, en cuanto es un servicio de salud, debe prestarse de manera continua.[5] Esta obligación se predica tanto de las EPS como de las Administradoras de Riegos Profesionales o de cualquier entidad pública o privada que preste sus servicios de salud.[6] Entre otras consideraciones, la Corte ha expresado con claridad que: “… (i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tienen a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya iniciados.[7]
 
(…) De conformidad con la ley, frente a un accidente de trabajo, existen unos deberes tanto de las EPS como de las ARP: las primeras están obligadas a garantizar la atención médica requerida, y las segundas a cubrir los gastos que se deriven de dicha atención. Sobre este particular, vale la pena citar en extenso las consideraciones expuestas en la sentencia T-672 de 2006, que se relacionan estrechamente con el asunto que aquí se debate. Dijo la Corte:
 
“Con la expedición de la ley 100 de 1993 se organizó el Sistema de Seguridad Social Integral, el cual está definido como “el conjunto de instituciones, normas y procedimientos, de que dispone la persona y la comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento progresivo de los planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para proporcionar la cobertura integral de las contingencias, especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad económica de los habitantes del territorio nacional, con el fin de lograr el bienestar individual y la integración de la comunidad”.[8]
 
El Sistema de Seguridad Social Integral, está conformado[9] por el (i) Sistema General de Pensiones; (ii) Sistema de Seguridad Social en Salud; (iii) Sistema General de Riesgos Profesionales;[10] y los (iv) Servicios Sociales Complementarios.
 
El Sistema General de Riesgos Profesionales es el “conjunto de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores de los efectos de las enfermedades y los accidentes que pueden ocurrirles con ocasión o como consecuencia del trabajo que desarrollan”.[11]
Son riesgos profesionales el accidente que se produce como consecuencia directa del trabajo o labor desempeñada, y la enfermedad que haya sido catalogada como profesional.
 
De conformidad con el artículo 9 del decreto 1295 de 1994 es accidente de trabajo “todo suceso repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una perturbación funcional, una invalidez o la muerte. Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de órdenes del empleador, o durante la ejecución de una labor bajo su autoridad, aún fuera del lugar y horas de trabajo. Igualmente se considera accidente de trabajo el que se produzca durante el traslado de los trabajadores desde su residencia a los lugares de trabajo o viceversa, cuando el transporte lo suministre el empleador”.
 
Este sistema opera a través de las Administradoras de Riesgos Profesionales (A.R.P.), quienes como su nombre lo indica, se encargan de la administración del sistema, que conlleva fundamentalmente la afiliación de los trabajadores dependientes por parte de sus empleadores, el manejo de sus aportes y el reconocimiento de las prestaciones asistenciales y económicas[12] a que haya lugar con ocasión de un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, en los términos del artículo 80 del decreto 1295 de 1994.
 (…)
En consecuencia, todo trabajador afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales que sufra un accidente y este sea calificado como de trabajo tendrá derecho a que dicho sistema le preste los servicios asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas.[13]
 
El artículo 208 de la ley 100 de 1993 expone que la prestación de los servicios de salud derivados de enfermedad profesional y accidente de trabajo “deberá ser organizada por la Entidad Promotora de Salud. Estos servicios se financiarán con cargo a la cotización del régimen de accidentes de trabajo y enfermedad profesional”.
En el artículo 5° del decreto 1295 de 1994 se indica que los servicios de salud que demande el afiliado, derivados del accidente de trabajo o enfermedad profesional “serán prestados a través de la Entidad Promotora de Salud, salvo los tratamientos de rehabilitación profesional y los servicios de medicina ocupacional que podrán ser prestados por las entidades administradoras de riesgos profesionales. Los gastos derivados de los servicios de salud prestados y que tengan relación directa con la atención del riesgo profesional, están a cargo de la entidad administradora de riesgos profesionales[14]correspondiente. La atención inicial de urgencia de los afiliados al sistema, derivados de accidentes de trabajo o enfermedad profesional, podrá ser prestada por cualquier institución prestadora de servicios de salud, con cargo al Sistema General de Riesgos Profesionales”.
 
(…) Así, “las entidades administradoras de riesgos profesionales reembolsarán a las Entidades Promotoras de Salud, las prestaciones asistenciales que hayan otorgado a los afiliados al sistema general de riesgos profesionales, a las mismas tarifas convenidas entre la entidad promotora de salud y la institución prestadora de servicios de salud, en forma general, con independencia a la naturaleza del riesgo”.
 
Por último, también en el parágrafo 2° del artículo 1° de la ley 776 de 2002 se dispone que las prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de trabajo deben ser “reconocidas y pagadas por la administradora en la cual se encuentre afiliado el trabajador en el momento de ocurrir el accidente o, en el caso de la enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación”.
 
Además, señala que la Administradora de Riesgos Profesionales con la cual se hubiere presentado un accidente de trabajo, “deberá responder íntegramente por las prestaciones derivados de este evento, tanto en el momento inicial como frente a sus secuelas, independientemente de que el trabajador se encuentre o no afiliado a esa administradora”.
 
De igual forma, esta Corporación en sentencia T-185 de 2006, MP. Marco Gerardo Monroy Cabra, estimó que según la normatividad laboral, si el hecho generador de los quebrantos de salud es calificado como un accidente de trabajo, “será la ARP la encargada de asumir los costos del servicio.  Si por el contrario, no se trata de un accidente de trabajo, será la EPS la encargada de cubrir los costos de los servicios requeridos”. En la misma providencia, se manifestó que de ninguna manera “se puede condicionar el suministro del servicio médico a la resolución previa de conflictos de carácter económico o administrativo, porque al actuar de tal manera, se estaría desconociendo el carácter fundamental de los derechos a la vida, a la integridad y a la salud del paciente”.

6.5. DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1. De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, advierte esta Sala que el 14 de marzo de 2016 el doctor Jhon Jairo Villarraga Montilla le ordenó al señor Jorge Asmed Escobar los siguientes servicios: resonancia nuclear magnética de muñeca contrastada, cirugía de la mano, creatinina, RX de muñeca derecha AP y lateral (Fls. 8-10), los cuales, según el accionante no habían sido autorizados ni practicados por la ARL Positiva, entidad que lo atendió a raíz del accidente laboral sufrido el 7 de octubre de 2015 en el cual sufrió un accidente con una viga de varilla en su  mano derecha.

6.5.2. La ARL Positiva había emitido un dictamen mediante el cual  calificó las patologías del accionante de origen laboral “el traumatismo superficial de la muñeca derecha” y definió que “el derrame articular + ruptura de ligamento escafosemilunar derecho y artrosis radio cubital discal de muñeca derecha” era de origen común, concepto que no fue apelado por la EPS Salud Total e indicó que los servicios médicos solicitados por el señor Escobar debían ser realizados por dicha entidad prestadora de salud.  
6.5.3. Así las cosas y de conformidad con el precedente judicial antes relacionado, este Tribunal concluye tal  como lo hizo el A quo, que las prestaciones asistenciales derivadas de un accidente de trabajo deben ser asumidas por la respectiva  Entidad Promotora de Salud a la cual se encuentra afiliado el accionante, que para el caso que nos ocupa es la EPS Salud Total, toda vez que a las administradoras de riesgos laborales les corresponde reconocerlas y pagarlas a las administradoras de riesgos laborales.

6.5.4. En tal virtud, como la controversia suscitada en la presente acción tiene que ver con las prestaciones asistenciales que requiere el señor Jorge Asmed Escobar prescritas desde el 14 de marzo de 2016 con el fin de restablecerse de las  lesiones que sufrió su mano derecha, corresponde a la EPS Salud Total brindarle la asistencia médica referida, sin que sea suficiente el haber otorgado al actor una cita para el 4 de mayo de 2016 con el ortopedista,  pues la demora en la realización de los procedimientos reclamados puede conllevar a una vulneración a sus derechos fundamentales como la seguridad social y la vida digna. Por lo tanto, el amparo constitucional es procedente máxime que la calificación que la ARL Positiva hizo de las enfermedades de “derrame articular + ruptura de ligamento escafosemilunar derecho y artrosis radio cubital discal de muñeca derecha” sufridas por el accionante como de origen común no fue objetada por la EPS Salud Total, lo que lleva a concluir que ninguna excusa tiene esta entidad prestadora de servicios no otorgarle al señor Escobar el tratamiento integral necesario para mejorar su salud.

6.5.5. Lo anterior, con fundamento en los principios de integralidad y continuidad que rigen la Seguridad Social en el sentido de que los afiliados al Sistema General en salud tienen derecho  a recibir un servicio completo  cuando se requieran con necesidad y exista una prescripción médica que así lo indique.  Por tal motivo, el haberse dispuesto el tratamiento integral para el actor constituye una real y efectiva protección de sus garantías constitucionales, lo cual deberá implementarse por la EPS Salud Total;  por tal razón, no existe fundamento para revocar la integralidad otorgada en la sentencia de primer grado ya que el actor luego de ser valorado por el ortopedista de la entidad, la prestación del servicio público de salud debe procurarse de manera total y continua, tal como se ha referido la  Corte Constitucional y que tiene que ver con que las EPS deben garanticen sobre tratamientos médicos ya iniciados, así en la Sentencia T-214 de 2013 se dijo lo siguiente:
“(i) Las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tiene (sic) a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya iniciados”
.    
4.3. La Corte ha sostenido que el principio de continuidad en la prestación de servicios de salud responde, no solo a la necesidad de los usuarios de recibir tales servicios, sino también a los postulados del principio de buena fe y de confianza legítima contemplados en el artículo 83 de la Constitución Política de 1991 que dispone: “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Esos fundamentos garantizan a los usuarios de los servicios de salud que su tratamiento no va ser suspendido luego de haberse iniciado
 bajo la vigencia de una afiliación que posteriormente se extingue, sin que deba importar la causa de su terminación. En ese orden, el tratamiento médico debe ser terminado hasta la recuperación o estabilización del paciente, esto es, sin interrupciones que pongan en peligro sus derechos fundamentales a la salud, a la integridad personal o a la dignidad
.    
  

4.4. Conforme a lo antedicho, la Corte ha identificado una serie eventos en los que las EPS no pueden justificarse para abstenerse de continuar con la prestación de los tratamientos médicos iniciados, estos son:

“i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo;  (iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; (iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado;  (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando”
. (Subrayas fuera del texto original)

Por lo tanto, mientras exista una orden médica que determine la necesidad de prestar un servicio al señor Jorge Asmed Escobar con respecto a su patología “derrame articular + ruptura de ligamento escafosemilunar derecho y artrosis radio cubital discal de muñeca derecha”, la EPS Salud Total no podrá anteponer trabas de índole administrativo y por el contrario deberá brindarle lo requerido en aras de conservación su salud. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución y la Ley,  
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por el señor Jorge Admed Escobar, en lo que fue materia de impugnación.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

�    Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1


�    Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2


�   Decreto 2591 de 1991  , artículo 6-3


�   Decreto 2591 de 1991 , artículo 6-4


�   Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5


�   Sentencia T - 903 de 2008 entre otras6.4. 


�   Sentencia T - 1219 de 2001


�   Decreto 2591 de 1991,, artículo 38 . Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


�   Sentencia T-409 de 2008


�    Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Ver sentencia T-1198 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias T-164 de 2009 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-505 de 2012 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio), entre otras. 


� Ver Sentencia T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), en la que se ratifica lo considerado en la sentencia T-573 de 2005 (MP.  Humberto Antonio Sierra Porto), en lo concerniente a que la buena fe constituye el fundamento la confianza legítima, lo que conlleva a la garantía de que a las personas no se le suspenda un tratamiento de salud una vez se haya iniciado.


� Ver Sentencia T-185 de 2010 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Ver Sentencia T-170 de 2002 (Manuel José Cepeda Espinosa), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias C-800 de 2003 (MP. Manuel José Cepeda), T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), T-281 de 2011 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-531 de 2012 (MP. Adriana María Guillén Arango), entre otras. 
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